
Bogotá julio de 2021 
 
 
HONORABLES MAGISTRADOS 
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REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA 
ACCIONANTE: CESAR AUGUSTO GAMBOA VALENCIA 
ACCIONADO: SECCIÓN TERCERA – CONSEJO DE ESTADO Y OTRA 
 
 
CESAR AUGUSTO GAMBOA VALENCIA, mayor y vecino de esta ciudad, 
identificado con la C.C. 16.479.733 de Buenaventura, mediante este escrito 
interpongo acción de tutela por la violación de mis derechos fundamentales al 
Debido Proceso Constitucional y Legal, y al acceso a la administración de justicia, 
en los siguientes términos. 
 
 

I. DESIGNACIÓN DE LAS PARTES Y SUS REPRESENTANTES. 
 
1. ACCIONANTE. 

 
Es accionante el suscrito CESAR AUGUSTO GAMBOA VALENCIA,  mayor y 
vecino de Buenaventura,  identificado con la C.C. 16.479.733 de Buenaventura. 
 
 

 
2. ACCIONADO 

 
Es accionada la Subsección A de la Sección Tercera del Consejo de Estado, en la 
Sala Presidida por el doctor CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA. 

 
Por tener interés en este proceso debe citarse a LA NACIÓN RAMA JUDICIAL y a 
la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, representadas por el Director Nacional 
de Administración Judicial y el Fiscal General de  la Nación. 
 
 Igualmente debe vincularse a esta tutela la Sal Quinta Especial de Decisión del 
Consejo de Estado, presidida por el doctor MILTON CHAVEZ GARCÍA. 
 

 
II.  HECHOS 

 
1. El señor CESAR AUGUSTO GAMBOA VALENCIA  fue nombrado para 

desempeñar el cargo de  JEFE DE LA UNIDAD DE RECURSOS HUMANOS de la 
administración Municipal de Buenaventura, siendo alcalde el señor JOSE FELIX 
OCORÓ. 
 

2. En el año 1997 estando en ejercicio del cargo de JEFE DE LA UNIDAD DE 
RECURSOS HUMANOS DEL Municipio de Buenaventura, el señor CESAR 
AUGUSTO GAMBOA VALENCIA fue vinculado por la Fiscalía Seccional a una 
investigación penal por los presuntos delitos de PECULADO, PREVARICATO, Y 
FALSEDAD EN DOCUMENTO PÚBLICO. 

 



3. El día 27 de junio de 1997 el señor CESAR AUGUSTO GAMBOA VALENCIA fue 
privado de la libertad en cumplimiento de una medida de aseguramiento 
consistente en DETENCIÓN SIN BENEFICIO DE EXCARCELACIÓN proferida por la 
Fiscalía Noventa y Cinco Seccional de Cali, dentro de la investigación iniciada en 
su contra  por los presuntos delitos de PECULADO, PREVARICATO, Y FALSEDAD 
EN DOCUMENTO PÚBLICO. 
 
 

4. Esta medida de aseguramiento se tradujo en la privación de la libertad del 
señor CESAR AUGUSTO GAMBOA VALENCIA desde el día El 27 de junio de 1997 
hasta el día 2 de enero de 1.998, período en el cual estuvo recluido en la cárcel 
de Villa Hermosa en la ciudad de Cali. 
 

5. La decisión de la Fiscalía noventa y cinco Seccional de Cali, de privar de la 
libertad bajo medida de aseguramiento al señor CESAR AUGUSTO GAMBOA 
VALENCIA fue  revocada por Resolución  7-013 del 5 de febrero de 1998, 
proferida por la Unidad de Fiscalía Delegada Ante el Tribunal Superior de Cali, 
por medio de la cual se resolvió el recurso de apelación interpuesto contra la 
resolución que impuso la medida de aseguramiento de detención. 

 

 
6. Esta resolución 7-013 de 1998 señala que el señor CESAR AUGUSTO GAMBOA 

VALENCIA como JEFE DE LA UNIDAD DE RECURSOS HUMANOS DEL MUNICIPIO 
DE BUENAVENTURA no cometió los delitos de PECULADO POR APROPIACIÓN, 
PREVARICATO y FALSEDAD EN DOCUMENTO PÚBLICO, considera que solo debe 
investigarse si incurrió en alguna falta de cuidado en ejercicio de sus funciones 
que hubiera podido conducir a la pérdida de recursos del Municipio, lo que se 
investigaría como un presunto peculado culposo, delito menor en el que no 
media DOLO o intención del responsable y que por la pena establecida para la 
época de los hechos conducía a imponer una medida de CONMINACIÓN, como 
lo hiciera la Fiscalía delegada ante el Tribunal, ordenando la libertad inmediata 
del investigado, la que se materializó el día 2 de enero de 1.998. 
 
 

7. Finalmente    el proceso concluyó el día  8 de septiembre de 2003 cuando el 
Juzgado Primero Penal del Circuito de Buenaventura decretó la CESACIÓN DE 
TODO PROCEDIMIENTO contra el señor CESAR AUGUSTO GAMBOA VALENCIA 
por haber operado el fenómeno de la PRESCRIPCIÓN de la acción penal. 
 
 

8. Con esta decisión concluyó el proceso penal, afectado por el fenómeno de la 
prescripción, pero no cabe duda de que el suscrito CESAR AUGUSTO GAMBOA 
VALENCIA y toda mi familia sufrimos perjuicios materiales y morales derivados 
de los errores cometidos por la Fiscalía y que se demostrarán más adelante. 
 

9. Por estos hechos se inició ante el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle 
del Cauca una acción de Reparación Directa contra la Nación Rama Judicial y la 
Fiscalía General de la Nación siendo actores el suscrito CESAR AUGUSTO 
GAMBOA VALENCIA y mi familia. 

 

10. En sentencia del 6 de julio de 2011, proferida por el Tribunal Administrativo 

del Valle del Cauca, se negó las pretensiones de la demanda, con 



fundamento en que no se acreditó que la privación de la libertad de 

César Augusto Gamboa Valencia obedeció a una falla del servicio de 

la administración de Justicia por parte de la Fiscalía General de la 

Nación y en que, por el contrario, lo que se observa es que las 

decisiones de ésta se ajustaron a derecho, teniendo como base las 

pruebas recaudadas en el proceso penal, de modo que la detención 

de dicho señor no puede calificarse de injusta, de arbitraria, ni de ilegal. 

 

11.  Sostuvo el Tribunal que el hecho de que la Fiscalía le precluyera 

la instrucción al procesado en lo relativo a los delitos contra la fe 

pública y variara la calificación del peculado de doloso a 

culposo (delito que no ameritaba la detención preventiva sino la 

conminación), no quiere decir que el sindicado fue exonerado de 

responsabilidad penal, sino que la investigación continuó por otro 

tipo penal. 

 

12.  Al proferir esta sentencia el Tribunal no tuvo en cuenta que el 

proceso penal concluyó con preclusión de la investigación en 

favor del procesado por prescripción de la acción. 

 

13.  La sentencia contenciosa de  primera instancia fue apelada por 

el suscrito actor y mi familia, alzada que correspondió a la 

subsección A de la Sección Tercera del Consejo de Estado, 

siendo ponente el doctor CARLOS ALBERTO ZAMBRANO, siendo 

radicado el proceso en mayo del 2012. 

 

14. Lo que se discutía ante el Consejo de Estado era si con la 

sentencia que precluyó la investigación en favor del suscrito 

actor, quedó probado que la Fiscalía General de la nación 

cometió un daño antijurídico al haber privado de la libertad al   

actor dentro de la respectiva investigación penal. Ese era el tema 

que debía resolver el Consejo de Estado. 

 

15.  No obstante lo anterior, por sentencia del  primero (1º) de marzo 

de dos mil dieciocho (2018), proferida en el proceso con 

radicación número:  76001-23-31-000-2005-00387-01 (43.852), la 

Subsección A de la Sección Tercera del Consejo de Estado, 



presidida por el doctor CARLOS ALBERTO ZAMBRANO, resolvió de 

fondo el recurso de apelación declarando de oficio la caducidad 

de la acción, sin que fuera la misma motivo de apelación o 

discutida dentro del proceso, con lo cual se sorprendió a la parte 

actora, que nunca tuvo la oportunidad de discutir ni en la primera 

ni en la segunda instancia la caducidad que de oficio se decreto  

 

16.  Con este proceder La Sección Tercera del Consejo de Estado 

violó los derechos fundamentales del suscrito actor y mi familia, 

como pasa a demostrarse. 

 

17.  El suscrito adelantó una acción de tutela, por considerar 

vulnerados mis derechos fundamentales, la cual fue conocida en 

última instancia por la Sección Quinta del Consejo de Estado, que 

el día 21 de noviembre de 2018, con ponencia de la doctora LUCY 

JEANNETTE BERMUDEZ BERMUDEZ, declaró improcedente la tutela, 

por considerar que el suscrito podía agorar el RECURSO 

EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN contra la sentencia, con lo cual no 

procedía la acción de tutela. 

 

18. Atendiendo lo señalado por la honorable magistrada, interpuse el 

recuso extraordinario de revisión, del cual conoció la sección 

Quinta, presidida por el doctor MILTON CHAVEZ GARCÍA en 

sentencia del pasado 16 de febrero de 2021, declaró 

improcedente la acción de revisión, en contra de lo considerado 

en la providencia de tutela del 21 de noviembre de 2018. 

 

19.  Con esta decisión de REVISIÓN de la Sección Quinta del Consejo 

de Estado, quedan vulnerados mis derechos fundamentales, por lo 

que procede la acción de tutela para el restablecimiento de los 

mismos. 

 
III. PROCEDENCIA DE LA TUTELA CONTRA SENTENCIA 

 

Mediante la sentencia C-590 de 2005, la Corte Constitucional sistematizó una 
importante sucesión de pronunciamientos y las discusiones más relevantes que se 
han presentado desde sus primeros fallos en torno al tema, exponiendo de 
manera detallada las razones de orden constitucional que permiten la procedencia 



excepcional de la tutela contra providencias judiciales, así como los requisitos 
generales de procedencia de esta acción. 

En la referida sentencia, la Sala Plena de la Corporación consolidó una extensa 
línea jurisprudencial en la que se ha reconocido de manera expresa y detallada la 
doctrina sobre los presupuestos de procedibilidad excepcional de la tutela contra 
providencias judiciales, mediante la cual han venido sistematizándose las reglas 
sobre los presupuestos generales y especiales de procedibilidad. 

De acuerdo con la línea jurisprudencial reafirmada en la referida sentencia C-
590/05, los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra 
decisiones judiciales son los siguientes: 

 a. Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia 
constitucional.  

En el presente caso, por tratarse de un tema de naturaleza constitucional, como es 
derecho del suscrito actor y mi familia a la reparación del daño antijurídico 
causado por el Estado colombiano. 

 

b. Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de 
defensa judicial al alcance de la persona afectada. 

En el presente caso se profirió sentencia de primera y segunda instancia en la 
jurisdicción contencioso administrativa, además de ello, se agotó el recurso 
extraordinario de revisión,  por tanto, están agotados todos los recursos al 
alcance del suscrito. 

c. Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se 
hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del 
hecho que originó la vulneración.  

Como quiera que el fallo de revisión es del 16 de febrero de 2021, notificado en 
marzo de 2021, considero estar cumpliendo con el requisito de la inmediatez. 

d. Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la 
misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se 
impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora.  

En el presente caso, estamos ante una irregularidad procesal, pues se profiere 
una sentencia en la que se declara de oficio la CADUCIDAD de la acción, cuando 
esa caducidad no fue objeto de discusión o controversia en el recurso de 
apelación ni en la segunda instancia. La sentencia de primera instancia fue 
estimatoria de las  pretensiones de la demanda y la apelación no versaba sobre la 
caducidad de la acción. La Sala accionada  debía aplicar el principio de 
congruencia y resolver de fondo la apelación, pero en lugar de ello, declaró de 
oficio la caducidad de la acción, a pesar de reconocer en el fallo lo siguiente: 

 

“Pues bien, de conformidad con el artículo 136 del Código Contencioso 

Administrativo, la acción de reparación directa caduca al cabo de 2 años, 

contados a partir del día siguiente al del acaecimiento del hecho, omisión 



u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o 

permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo 

público o por cualquier otra causa.  

 

En concordancia con esta norma, en los eventos de privación injusta de la 

libertad el término de caducidad de dos (2) años se cuenta desde el momento en 

el cual el sindicado recupera la libertad y/o queda ejecutoriada la 

providencia absolutoria –lo último que ocurra-“. 

 
 
En el proceso penal que se adelantó contra el suscrito actor LA PROVIDENCIA 

ABSOLUTORIA se profirió el día  8 de septiembre de 2003 cuando el Juzgado Primero 
Penal del Circuito de Buenaventura decretó la CESACIÓN DE TODO PROCEDIMIENTO 
contra el señor CESAR AUGUSTO GAMBOA VALENCIA por haber operado el fenómeno de 
la PRESCRIPCIÓN de la acción penal. 

Es claro entonces que la ÚLTIMO QUE OCURRIO fue la providencia absolutoria 
del procesado del 8 de septiembre de 2003, por tanto la caducidad de la acción 
ocurriría el 8 de septiembre de 2005 y la demanda se presentó el día 6 de 
septiembre de 2005, por tanto no operó la caducidad de la acción. Debe 
precisarse que en esa sentencia del 8 de septiembre de 2003, bien se pudo 
condenar al actor, caso en el cual la privación la libertad formaría parte de la pena 
que se hubiese impuesto, por ello, solo una vez absuelto el procesado podía 
empezar a contarse el término de caducidad de la acción. 

Con ese proceder y la sentencia oficiosa que decretó la caducidad de la acción La 
Sección Tercera del Consejo de Estado incurrió en esta causal de procedencia de 
la tutela contra sentencia. 

Como quiera que al resolver el recurso extraordinario de revisión, la Sala lo 
consideró improcedente, solo queda al suscrito al acción de tutela para el 
restablecimiento de mis derechos fundamentales. 

 

e. Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que 
generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere 
alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido 
posible. 

Ya en el acápite de hechos se relacionaros de manera razonable aquellos que 
generaron la vulneración de los derechos fundamentales de la suscrita actora 
como requisito de procedibilidad de la tutela, los que no igualmente fueron 
invocados en el trámite del proceso.  

 f. Que no se trate de sentencias de tutela. Esto por cuanto los debates sobre 
la protección de los derechos fundamentales no pueden prolongarse de 
manera indefinida. 

No estamos ante sentencias de tutela se trata de fallos de la jurisdicción 
ordinaria laboral. 
 



 
Creemos pues que en el presente caso se cumplen los requisitos exigidos por 
la jurisprudencia constitucional para la procedencia de la tutela contra 
sentencia judicial. Ha menester ahora demostrar la causal. 
 

Adicionalmente a la concurrencia de los requisitos generales, para que proceda 
una acción de tutela contra una sentencia judicial es necesario tener plenamente 
demostrado que se presenta al menos una de las causales especiales de 
procedibilidad, consistentes en que la providencia atacada presenta uno de los 
siguientes vicios o defectos: 

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que 
profirió la providencia impugnada carece, absolutamente, de 
competencia para ello. 
 
No es ese mi caso. 
 
 b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó 
completamente al margen del procedimiento establecido.  
 
En el presente caso, el Tribunal actuó al margen del procedimiento 
establecido, pues si en el trámite de segunda instancia no era objeto de 
debate ni de discusión la caducidad de la acción, era  deber de la sala aplicar 
el principio de congruencia y resolver sobre el objeto de controversia en la 
alzada, pues si bien tiene competencia para declarar de oficio la caducidad, 
presupone esa facultad que tal situación se haya discutido dentro del proceso 
para que las partes tengan la oportunidad de defenderse o al menos 
pronunciarse frente a esa situación, lo que no ocurrió, pues la parte actora fue 
sorprendida con esa decisión, que además es contraria a derecho por cuanto 
la demanda se presentó antes de cumplirse los 2 años desde cuando el 
procesado fue absuelto. 
 
Lo que procedía era que la sala resolviera de fondo la alzada con respeto del 
principio de congruencia o evaluar la caducidad conforme a la realidad 
procesal, lo que no hizo. 
 
 
 
c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio 
que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la 
decisión. 
 
En el presente caso el Tribunal carecía de apoyo probatorio para decretar una 
caducidad, que además no se estaba discutiendo en segunda instancia, pues 
lo que evidencian las pruebas es que al actor lo absolvieron el 8 de septiembre 
de 2003 y la demanda se presentó el 6 de septiembre de 2005, por tanto no 
hay prueba de la caducidad decretada en la sentencia objeto de esta acción 
de tutela. 
 
Estamos ante esta causal de procedencia de la tutela contra sentencia en este 
caso. 
 
 d. Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide 
con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan 



una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la 
decisión.  
 
En este caso hay una evidente contradicción entre la decisión de caducidad y 
las pruebas que muestran que al actor lo absolvieron el 8 de septiembre de 
2003 y la demanda se presentó el 6 de septiembre de 2005, por tanto no hay 
prueba de la caducidad decretada en la sentencia objeto de esta acción de 
tutela. 
 
 
 
 
e. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima 
de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de 
una decisión que afecta derechos fundamentales.  
 
 
No es ese el caso. 
 
 
 
f. Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los 
servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y 
jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa 
motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional. 
 
En el presente caso la motivación de la declaratoria de caducidad y esa 
decisión no estaban ya dentro de la órbita funcional de la sección Tercera del 
Consejo de Estado, pero si en gracia de discusión se aceptara tal argumento, 
debió seguir la regla de verificación de la caducidad, según la cual al actor lo 
absolvieron el 8 de septiembre de 2003 y la demanda se presentó el 6 de 
septiembre de 2005, por tanto no hay prueba de la caducidad decretada en la 
sentencia objeto de esta acción de tutela. 
 
 
 g. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por 
ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un 
derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando 
sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como 
mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido 
constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado. h. 
Violación directa de la Constitución. 
 
En el presente caso la Sala accionada inaplicó el precedente de la misma 
según el cual los dos años de caducidad se cuentan desde la fecha de 
absolución del actor que fue lo último que ocurrió, por tanto, al decretar la 
caducidad contando el término desde cuando se concedió la libertad al 
procesado, cambia sin justificación alguna su propio precedente. 
 
 

II. DERECHOS FUNDAMENTALES VIOLADOS. 
 
 
Considero con todo respeto que la Sección Tercera del Consejo de Estado al 
proferir sentencia de segunda instancia que motiva esta tutela, vulneró a mi familia 



y al suscrito nuestros  derechos fundamentales de EL DEBIDO PROCESO Y EL 
ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. 
  

 
En el presente caso se vulneró al suscrito y mi familia el derecho al debido 
proceso establecido en el artículo 29 de la C.N. por cuanto el Consejo de Estado 
debía por congruencia resolver la alzada conforme al recurso presentado, pero 
además de ello, respecto a la caducidad debía contar el término desde la fecha de 
absolución del procesado, lo que no hizo, pues en lugar de ello se contó el término 
desde la fecha en que se profirió la resolución de libertad del procesado, sin tener 
en cuenta que con esa decisión no se me absolvió, pues el proceso continuó y 
solo en 8 de septiembre de 2003 se dictó la sentencia absolutoria, en la que me 
hubiesen podido condenar, para que parte de esa pena se tuviera por pagada con 
la privación de la libertad de la que fui objeto. Por tanto solo hasta la sentencia 
absolutoria del 8 de septiembre de 2003, existió certeza del daño antijurídico 
causado al suscrito y por tanto es desde allí que se debía contar el término de 
caducidad. Pero además de ello, el accionado violó el debido proceso y el derecho 
de defensa al decretar de oficio esa caducidad sin darnos la oportunidad procesal 
de discutir tal situación en primera y segunda instancia. 
 
 
Con este proceder, contradictorio e injustificado, el accionado violó nuestro 
derecho al debido proceso, a la defensa y al acceso a la administración de justicia, 
pues si bien formalmente he accedido a la misma, materialmente se toma una 
decisión injusta frente a lo que se probó y discutió en el proceso. 
 
Como quiera que el mismo Consejo de Estado, consideró que procedía el 
RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN, adelanté el mismo, pero en la 
decisión de fondo señalan que no procede, con lo cual solo me queda la acción de 
tutela para el restablecimiento de mi derecho. 
 
 

3. PETICIÓN. 
 
Por los fundamentos de hecho y de derecho expuestos, con el debido respeto, 
solicito al Honorable Consejo de Estado tutelar los derechos fundamentales del 
suscrito actor y mi familia, al debido proceso y  al acceso a la administración de 
justicia, vulnerados por la Subsección A de la Sección Tercera del Consejo de 
Estado conforme a los hechos de la presente acción y como consecuencia de ello, 
se ordenará a la Sala accionada,  dejar sin efectos la sentencia del  1 de marzo de 

2018 dentro del proceso radicado con el número:  76001-23-31-000-2005-

00387-01 (43.852), con ponencia del doctor CARLOS ALBERTO ZAMBRANO y 

como consecuecia de ello, también se dejará sin efectos la sentencia de 

REVISIÓN del 16 de febrero de 2021, de la Sección Quinta del Consejo de 

Estado, con ponencia del doctor MILTON CHAVEZ GARCÍA  y en su lugar, 
proferir una nueva sentencia en la que se aplique el principio de congruencia y se 
resuelvan los argumentos de fondo del recurso de apelación por no haber operado 
la caducidad de la acción declarada de oficio en la sentencia que motiva la acción 
de tutela. 
 
 
 
 
 
 
 



- PRECEDENTE 
 
 
En sentencia T-075 de 2014, la Corte Constitucional al pronunciarse sobre la 
forma como debe contarse el término de caducidad, estimando las pruebas 
obrantes en el proceso, señaló: 
 

“5.7.3 Así, la interpretación dada por el Tribunal accionado al numeral 8 del artículo 

136 C.C.A., es perjudicial para los intereses legítimos de la parte demandante, que 

sumado al precedente del Consejo de Estado; a la prevalencia del derecho sustancial 

sobre las formas, a la calidad de sujeto de especial protección constitucional del 

accionante; al principio de equidad; al carácter fundamental del derecho a la salud; en 

aplicación del principio pro damnatum, es razonable considerar que en ciertos eventos el 

daño se manifieste tiempo después de la ocurrencia del hecho o la omisión de la 

administración que causó el perjuicio o que éstos se prolonguen en el tiempo, hasta tanto 

se otorgue un diagnóstico definitivo del daño. Y tal como lo demuestran los diferentes 

elementos probatorios que constan en el expediente del proceso de reparación directa, 

Luis Alberto ha tenido expectativas de recuperación a pesar de la omisión, constante, del 

ISS en suministrar el tratamiento que requiere y sólo hasta el 1 de julio de 2003 conoció 

que la omisión del ISS había generado un daño del 72.5% de pérdida de capacidad 

laboral (según el Manual Único de calificación de la invalidez, Decreto 917 de 1999).  

  

5.8. Por lo tanto, el término a partir del cual se debió contabilizar la caducidad de la 

acción, es a partir del 1 de julio de 2003, tal como lo hizo, en primera instancia del 

proceso de reparación directa el Juzgado Octavo Administrativo del Circuito de Ibagué, 

lo cual implica que no ha caducado la acción, pues los accionantes iniciaron la demanda 

de reparación directa el 9 de septiembre de 2004, es decir, un año y dos meses después de 

que conocieron del diagnóstico definitivo del daño. Tal como lo ha considerado la Sala 

Plena de esta Corporación, los términos de caducidad son un límite para los ciudadanos 

de reclamar al Estado determinado derecho, por lo que la actitud negligente del 

legitimado no puede ser protegido si no alega dentro de las oportunidades establecidas en 

la legislación para ello. Sin embargo, en el caso concreto, la conducta de los 

demandantes no fue negligente, descuidada o desplegada con desidia, pues no conocían 

en definitiva, el daño sufrido por Luis Alberto a causa de la falla en la prestación del 

servicio médico por la omisión de suministrar oportunamente un tratamiento prescrito.  

  

5.8.1. En este orden de ideas, el Tribunal Administrativo del Tolima incurrió en un 

defecto sustantivo pues aplicó en el caso concreto el término de caducidad de la acción 

establecido en el numeral 8 del artículo 136 C.C.A., desconociendo no solo la 

jurisprudencia del Consejo de Estado, sin acudir a principios constitucionales y valorar 

las pruebas que obran en el expediente, que impedían determinar una fecha exacta en la 

cual se produjo el daño o se conoció, ya que se trata de daños sucesivos y concurrentes, 

que, bajo la interpretación de la jurisprudencia contencioso administrativa y los 

principios enunciados previamente, bajo una visión razonable de las circunstancias y 

pruebas en el caso concreto, se puede evaluar que el desconocimiento por parte de los 

afectados de la existencia del daño, no surgió por el desinterés o el descuido de éstos, 

sino por las particularidades de la enfermedad de Luis Alberto Ramírez y la ignorancia 

de la entidad del daño sufrido por él, como consecuencia de la negligencia del ISS en 

otorgarle un tratamiento a tiempo. Asimismo, incurrió en un defecto fáctico, al omitir 

valorar las pruebas aportadas por los accionantes, por medio de las cuales se constata 

que los daños sufridos por Luis Alberto han sido de tracto sucesivo. 



  

5.9. En virtud de lo anterior, la Sala revocará las sentencias proferidas por la Sección 

Quinta del Consejo de Estado, del 3 de julio de 2013 que confirmó la providencia emitida 

por la Sección Cuarta del Consejo de Estado, del 21 de junio de 2012 que declaró la 

improcedencia de la acción de tutela, y en su lugar, concederá el amparo de los derechos 

al debido proceso y el acceso a la administración de justicia, razón por la cual se dejará 

sin efectos la sentencia del 16 de abril de 2012, proferida por el Tribunal Administrativo 

del Tolima, que declaró probada la excepción de caducidad de la acción de reparación 

directa en el proceso iniciado por los accionantes contra el ISS, para que en su lugar, se 

pronuncie de fondo sobre la responsabilidad del ISS, teniendo en cuenta que la acción de 

reparación directa no se encuentra caduca, pues tal como se indicó anteriormente, ésta 

debe contabilizarse desde el 1 de julio de 2003.  

 Este precedente es aplicable al presente caso. 

  

 
 

VI. PRUEBAS DOCUMENTALES. 
 

 
1. Copia de la sentencia de reparación directa de primera instancia, proferida 

por el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca. 
 

2. Copia del memorial de apelación de la precitada sentencia de primera 
instancia. 
 

3. Copia del fallo de segunda instancia proferido por la Sección Tercera del 
Consejo de Estado. 
 

4. Copia de la sentencia de tutela del 21 de noviembre de 2018, en la cual se 
señaló que procedía el recurso extraordinario de revisión. 
 

5. Copia de la sentencia de REVISIÓN del pasado 16 de febrero de 2021. 
 
 
 

6. DOCUMENTAL POR SOLICITAR 
 

 
Si la Honorable Sala lo considera necesario solicito se oficie al Tribunal 
Contencioso Administrativo del Valle del Cauca para que con destino a este 

expediente remitan copia de todo lo actuado en  el proceso radicado 76001-23-31-

000-2005-00387-00, siendo actores CESAR AUGUSTO GAMBOA VALENCIA y 

OTROS,  para mejor proveer dentro de esta acción constitucional. De haberse 
digitalizado el expediente, solicito comedidamente se requiera la remisión del 
mismo. 

 
 

VII. NOTIFICACIONES 
 
La Subsección A de la Sección Tercera del Consejo de Estado puede ser 
notificada a través del doctor CARLOS ALBERTO ZAMBRANO, en su 



despacho del Palacio de Justicia de la ciudad de Bogotá, correo electrónico 

ces3secr@consejoestado.ramajudicial.gov.co. 

 
 
La Sección Quinta del Consejo de Estado, presidida por el doctor MILTOJN 
CHAVEZ GARCIA, en su despacho del Palacio de Justicia de la ciudad de 

Bogotá, correo electrónico ces5secr@consejoestado.ramajudicial.gov.co. 

 
 
El Fiscal General de la nación en la  Diagonal 22B No. 52-01 (Ciudad Salitre) de 

Bogotá, a través del e-mail jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co. 

 
 
 
El Director Nacional de Administración Judicial como representante de la Nación 
Rama Judicial puede ser notificado en la Ac 72 No. 7-96 de Bogotá, o en el e-mail 
deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co. 

 

 
El suscrito actor recibirá notificaciones en la en la Calle Caturrana diagonal 3 A 
No. 14 A – 48 barrio Bajo Firme de Buenaventura -  e-mail 
ceaugava@gmail.com. 

rvajal.victorhugo@gmail.com. 
 

 
 

mailto:ces3secr@consejoestado.ramajudicial.gov.co
mailto:ces5secr@consejoestado.ramajudicial.gov.co
mailto:jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co
mailto:deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co
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CONSEJO DE ESTADO 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SALA QUINTA ESPECIAL DE DECISIÓN 

 

Consejero ponente: MILTON CHAVES GARCÍA 
 

Bogotá D.C., dieciséis (16) de febrero de dos mil veintiuno (2021) 

 
Referencia: RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN 
Radicado: 11001-03-15-000-2019-00788-00 

Demandante:   CÉSAR AUGUSTO GAMBOA VALENCIA 
Demandado:   FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

 

Temas: Recurso extraordinario de revisión. Causales primera y quinta 
del artículo 250 del CPACA. 

 

Recurso extraordinario de revisión 

 
La Sala decide el recurso extraordinario de revisión interpuesto mediante apoderado 

judicial por César Augusto Gamboa Valencia, contra la sentencia del 1 de marzo de 
2018 proferida por el Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, que 
confirmó el fallo del 6 de julio de 2011 del Tribunal Administrativo del Valle del 

Cauca, que negó las pretensiones de la demanda. 
 

I. ANTECEDENTES 

 
1. Antecedentes administrativos y demanda 

 

El señor César Augusto Gamboa Valencia se desempeñaba como Jefe de la Unidad 
de Recursos Humanos de la Alcaldía de Buenaventura y, el 25 de junio de 1997, la 
Fiscalía 95 Seccional de Santiago de Cali le impuso medida de aseguramiento de 

detención preventiva, por la presunta comisión de los delitos de peculado por 
apropiación, falsedad material e ideológica en documento público y ordenó la 
reclusión en la cárcel del Distrito Judicial Vista Hermosa de Cali, donde permaneció 

privado de la libertad durante 6 meses y 6 días, fue suspendido de su cargo y, 
posteriormente, desvinculado del mismo. 
 

La Unidad de Fiscalía Delegada ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, 
en providencia del 5 de febrero de 1997, resolvió el recurso de apelación interpuesto 
contra la decisión que decretó la medida de aseguramiento y resolvió sustituir la 

medida de detención preventiva por la de conminación, porque la conducta por la 
que debía responder era la de peculado culposo y no las de peculado por 
apropiación, falsedad ideológica en documento público y falsedad material de 

empleado oficial en documento público. En consecuencia, dispuso la libertad 
inmediata. 
 

Sin embargo, la Fiscalía 95 Seccional de Santiago de Cali, en resolución 
interlocutoria 015 del 13 de febrero de 1998, profirió resolución de acusación como 
presunto coautor por los delitos de “falsedad ideológica en documento público en 

concurso con el peculado por apropiación” y, en ese sentido, determinó que la 
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medida de aseguramiento seguía siendo la detención preventiva, por lo que, revocó 

la libertad provisional ordenada y dispuso librar las órdenes de captura pertinentes. 
 
El 16 de julio de 1998, la Unidad de Fiscalía Delegada ante el Tribunal Superior de 

Cali resolvió los recursos de apelación interpuestos por los procesados y por el 
Ministerio Público contra la decisión y confirmó la resolución de acusación por el 
delito de peculado contra el señor César Augusto Gamboa Valencia “con la 

modificación y aclaración de que dicho cargo procede no en la modalidad de 
apropiación sino por el de peculado culposo” y, en consecuencia, dispuso que 

continuara vigente la medida de conminación que había impuesto en la providencia 

del 5 de febrero de 1997 y, el 16 de julio de 1998, precluyó la investigación por los 
delitos de falsedad material de servidor público en documento público y falsedad 
ideológica en documento público. 

 
El 8 de septiembre de 2003, el Juzgado Primero Penal del Circuito decretó la 
cesación del procedimiento en favor de César Augusto Gamboa Valencia, por haber 

operado la prescripción de la acción penal respecto del delito por peculado culposo y 
ordenó levantar la medida cautelar que recaía en su contra con ocasión de ese 
proceso. 

 
El 6 de septiembre de 2005, los señores César Augusto Gamboa Valencia y otros 
ejercieron acción de reparación directa contra la Nación – Rama Judicial y la Fiscalía 

General de la Nación, con el fin de que se declarara la responsabilidad administrativa 
por la falla del servicio que ocasionó la presunta privación injusta de la libertad, entre 
el 27 de junio de 1997 y el 2 de enero de 1998. 

 
2. Sentencia de primera instancia 

 

El Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, en sentencia del 6 de julio de 2011, 
negó las pretensiones de la demanda, con fundamento en que no se acreditó que la 
privación de la libertad de César Augusto Gamboa Valencia obedeció a una falla del 

servicio de la administración de justicia por parte de la Fiscalía General de la Nación, 
en tanto, las decisiones de la entidad se ajustaron a derecho, tuvo en cuenta las 
pruebas recaudadas en el proceso penal y, en consecuencia, la detención no pudo 

calificarse de injusta, de arbitraria, ni de ilegal. 
 

3. Recurso de apelación 
 

El apoderado de la parte demandante interpuso recurso de apelación, para lo cual 
insistió en que la Fiscalía Delegada ante el Tribunal de Superior de Distrito Judicial 
de Cali revocó la medida de aseguramiento y ordenó la libertad inmediata al 

encontrar que no cometió los delitos que motivaron su detención, estos son, los de 
peculado por apropiación, falsedad material en documento público y falsedad 
ideológica en documento público. 

 
Que, si bien, posteriormente la investigación continuó por el delito de peculado 
culposo, por ese delito no correspondía imponerse medida de aseguramiento sino 

conminación, la investigación precluyó por prescripción de la acción penal, por lo que 
consideró que la privación de la libertad fue injusta. 
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4. Sentencia recurrida en revisión 

 
El Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A, en sentencia del 1 de marzo 
de 2018, revocó la decisión de primera instancia y, en su lugar, declaró que operó la 

caducidad de la acción, pues, si bien, la providencia que puso fin al proceso penal 
adelantado en contra de César Augusto Gamboa Valencia respecto del delito de 
peculado culposo fue proferida el 8 de septiembre de 2003, de las pretensiones de la 

demanda de reparación directa y en el recurso de apelación, se evidenció que el 
daño por el que se demandó se consolidó en 1998. 
 

Lo anterior, porque con la providencia del 16 de julio de 1998, la Fiscalía precluyó la 
investigación por los delitos de falsedad material en documento público y falsedad 
ideológica en documento público y modificó el tipo penal del peculado por 

apropiación a peculado culposo -dada la ausencia del elemento doloso necesario 
para la configuración de aquél-, de modo que, a partir de ese momento podía 
reclamar por la que consideró una privación injusta de su derecho fundamental a la 

libertad, pues, con dicha providencia tuvo certeza de la ocurrencia de dicho daño. 
 
En consecuencia, el término de la caducidad empezó a contar a partir de la fecha de 

ejecutoria de la providencia del 16 de julio de 1998, de manera que, para el 6 de 
septiembre de 2005, fecha de presentación de la demanda de reparación directa, ya 
estaba vencido el término de caducidad de los 2 años. 

 
El señor Gamboa Valencia interpuso acción de tutela contra la decisión judicial, la 
segunda instancia correspondió a la Sección Quinta del Consejo de Estado, que, en 

providencia del 21 de noviembre de 2018, declaró improcedente el amparo por falta 
de cumplimiento del requisito de subsidiariedad, en tanto el cargo planteado por la 
parte actora encajaba en la causal quinta del artículo 250 del CPACA, que incluye 

temas relacionados con la falta de congruencia. 
 

II. RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN 

 
1. Escrito del recurso extraordinario de revisión 

 
El señor César Augusto Gamboa Valencia interpuso recurso extraordinario de 

revisión contra la sentencia del 1 de marzo de 2018, proferida por la Sección 
Tercera, Subsección A del Consejo de Estado, que declaró la caducidad de la acción 
de reparación directa incoada, amparado en las causales 1 y 5 del artículo 250 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. Para 

sustentar los cargos manifestó que: 
 

En cuanto a la causal quinta. El objeto del recurso de apelación se basó en la 
decisión de preclusión de la investigación penal y en que se probó el daño 
antijurídico alegado, sin embargo, la Sección Tercera, Subsección A del Consejo de 

Estado, al resolver sobre el mismo, declaró la caducidad de la acción, sin que ese 
asunto fuera objeto de discusión, lo cual le impidió pronunciase al respecto en el 
trámite del proceso. 
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Adicionalmente, dijo que la decisión fue contraria a derecho porque el señor Gamboa 
Valencia fue absuelto en providencia del 8 de septiembre de 2003 y la demanda se 
presentó el 6 de septiembre de 2005, es decir, antes de cumplirse los dos años del 

término de caducidad. 
 
En relación con la causal primera, señaló que con el fallo de tutela, que declaró 

improcedente el mecanismo por falta de cumplimiento del requisito de 
subsidiariedad, “queda en evidencia que se presentó una nulidad derivada de la sentencia 

de segunda instancia y eso hace procedente el recurso extraordinario de revisión”. 

 
Al respecto, indicó que la Sección Quinta del Consejo de Estado, en el referido fallo 
de tutela -del 21 de noviembre de 2018-, puso de presente que la Sala Especial de 

Decisión Nro. 22 de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, en 
sentencia del 2 de febrero de 2016, reconoció que la violación del principio de 
congruencia es una causal de nulidad que hace procedente el recurso extraordinario 

de revisión.  
 
Adicionalmente afirmó “(…) si en el proceso de reparación directa se hubiesen incorporado 
la providencia citada y la sentencia de tutela, no se habría decretado de oficio la caducidad 
de la acción, cuando la misma no era objeto de controversia dentro del proceso contencioso 
administrativo. Por lo tanto estas dos providencias son documentos decisivos que hubieran 

motivado una decisión diferente a la que es objeto de revisión”, sin explicar las razones de 
esa afirmación. 

 
2. Trámite procesal 

 

En auto del 8 de mayo de 2019, se admitió el recurso extraordinario de revisión 
interpuesto por el señor César Augusto Gamboa Valencia, se ordenaron las 
notificaciones de rigor

1
 y, por secretaría, se solicitó al Tribunal Administrativo del 

Valle del Cauca la remisión del expediente, en calidad de préstamo, dentro del cual 
se tramitó el proceso de reparación directa con radicado número: 

760012331000200500387101. 
 

3. Contestación al recurso  

 
La Fiscalía General de la Nación hizo relación de los hechos del proceso penal, de 
la acción de reparación directa y de los cargos del recurso extraordinario de revisión. 

Al respecto, señaló que ni los fundamentos alegados ni los documentos aportados 
con el recurso extraordinario de revisión por la parte actora sustentan su 
procedencia, en tanto alega hechos que no se enmarcan en las causales 

establecidas por el legislador en el artículo 250 del CPACA. 
 
Alegó que el recurso extraordinario de revisión es un medio de impugnación 

excepcional que está restringido a las causales determinadas por el legislador e 
indicó que la caducidad de la acción contenciosa administrativa como instituto 
procesal tiene fundamento en el artículo 228 de la Constitución Política, en cuanto a 

la aplicación de los términos procesales en el ordenamiento jurídico, a fin de 

                                                           
1
 Se ordenó notificar personalmente del recurso a la Fiscalía General de la Nación, al Ministerio Público y a la 

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. (folio 103 cp). 

http://relatoria.consejodeestado.gov.co:8081/Vistas/documentos/evalidador


 
 

Radicado: 11001-03-15-000-2019-00788-00 
Demandante: César Augusto Gamboa Valencia 

5 
Señor ciudadano este documento fue firmado electrónicamente. Para comprobar su validez e integridad lo puede hacer a través de la 
siguiente dirección electrónica:  http://relatoria.consejodeestado.gov.co:8081/Vistas/documentos/evalidador  

 

garantizar el principio de seguridad jurídica. Al efecto, citó la sentencia C – 115 de 

1998, mediante la que la Corte Constitucional declaró constitucional el límite 
temporal establecido en el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo.  
 

En general, se refirió ampliamente a la figura jurídica de la caducidad y agregó que la 
jurisprudencia del Consejo de Estado ha señalado que la ocurrencia de la caducidad 
conlleva a que se configure la falta de competencia de la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo para conocer del contenido material de las pretensiones 
de la demanda, que, por lo tanto, ante ese supuesto procede la terminación del 
proceso. 

 
En suma, se opuso a la prosperidad del recurso y solicitó desestimarlo. 
 

4. Concepto del Ministerio Público 
 
La Procuraduría Tercera Delegada ante el Consejo de Estado rindió concepto 

número 131 – 2019, en el que luego de hacer relación de los hechos, pretensiones y 
cargos del recurso, señaló que no se configuran las causales invocadas por el 
recurrente, como se pasa a resumir. 

 
Para que la causal consagrada en el numeral 1º del artículo 250 del CPACA tenga 
vocación de prosperidad debe versar únicamente sobre la prueba documental 

preexistente a la sentencia objeto de revisión, por lo que, no se admite la 
configuración de la causal cuando se trata de otro tipo de pruebas, como testimonios, 
experticias, informes técnicos o exámenes médicos especializados, o cuando ésta es 

producida u obtenida de manera posterior a la sentencia que se revisa. 
 
En cuanto a la causal establecida en el numeral 5 del mismo artículo, hizo referencia 

a los casos en los que la jurisprudencia del Consejo de Estado ha establecido que se 
configura dicha causal y sostuvo que, en el caso concreto, no hay reparo alguno 
frente a las formalidades de la providencia atacada. 

 
En cuanto a los alegatos relacionados con la declaratoria de caducidad, sostuvo que 
el juez de segunda instancia era competente para declarar de oficio la caducidad, 

que, en los temas de privación injusta de la libertad el término empieza a correr a 
partir del día siguiente a la ejecutoria de la providencia que precluyó la investigación, 
en este caso, a partir de la fecha de ejecutoria de la providencia del 16 de julio de 
1998, mediante la que la Unidad de Fiscalía Delegada ante el Tribunal Superior de 

Cali ordenó la libertad inmediata de quien era el acusado, por la preclusión de los 
delitos de peculado por apropiación, falsedad material de servidor público en 
documento público y falsedad ideológica en documento público, delitos estos que 

originaron la privación de la libertad, atribuyéndole únicamente el delito de peculado 
culposo. 
 

Que efectivamente operó la caducidad declarada por el Consejo de Estado, porque 
fue la decisión del 16 de julio de 1998 la que precluyó la investigación por los delitos 
por los que el señor César Augusto Gamboa Valencia fue privado de la libertad, con 

los que se habría causado el presunto daño que buscó resarcir con la acción de 
reparación directa interpuesta. 
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Concluyó que no se acreditaron los presupuestos para que prospere el recurso 

extraordinario de revisión y que finalmente se demostró dentro del proceso ordinario 
que operó el fenómeno de la caducidad de la acción de reparación directa. 
 

5. Intervención de los terceros con interés 
 
La Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado no se pronunció respecto del 

recurso extraordinario de la referencia. 
 
Dado que la parte actora ni los intervinientes solicitaron pruebas dentro de la 

oportunidad procesal correspondiente, se da por prescindida la etapa de pruebas y 
sin que exista causal de nulidad que invalide lo actuado, procede la Sala a resolver el 
recurso deprecado.  

 
6. Cuestión previa  

 

La Consejera Rocío Araújo Oñate, mediante escrito del 26 de noviembre de 2020, 
manifestó a la Sala estar impedida para conocer del proceso de la referencia por 
estar incursa en la causal prevista en el numeral 1 del artículo 141 del Código 

General del Proceso. Mediante auto del 16 de diciembre de 2020 la Sala declaró 
fundado el impedimento y  separó del conocimiento del presente proceso a la 
Consejera Rocío Araújo Oñate. 

 
 

III. CONSIDERACIONES DE LA SALA 

 
1.  Competencia 

 

 
De conformidad con lo previsto en el inciso 1 del artículo 249 del CPACA, de los 
recursos de revisión contra las sentencias dictadas por las secciones o subsecciones 

del Consejo de Estado, conocerá la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo sin 
exclusión de la sección que profirió la decisión. 
 

El Acuerdo 321 del 2 de diciembre de 2014, expedido por la Sala Plena de lo 
Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, reglamentó la integración y 
funcionamiento de las Salas Especiales de Decisión de que trata el artículo 107 de la 
Ley 1437 de 2011. 

 
Por su parte, el numeral 1 del artículo 29 del Acuerdo 080 de 2019, asigna la 
competencia a las Salas Especiales de Decisión de los recursos extraordinarios de 

revisión interpuestos contra las sentencias de las Secciones o Subsecciones del 
Consejo de Estado. 
 

De acuerdo con lo anterior, a la Sala Quinta Especial de Decisión del Consejo de 
Estado le corresponde conocer del recurso extraordinario de revisión interpuesto por 
el señor César Augusto Gamboa Valencia contra la sentencia del 1 de marzo de 

2018, proferida por la Sección Tercera, Subsección A del Consejo de Estado, que 
declaró la caducidad de la acción de reparación directa. 
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2.  Oportunidad del recurso 

 
El recurso extraordinario de revisión se presentó el 22 de febrero de 20192, es decir, 
en vigencia del CPACA, por lo que, es procedente revisar el término de interposición, 
conforme con lo previsto en el artículo 251 ejusdem, según el cual, el recurso podrá 

interponerse dentro del año siguiente a la ejecutoria de la respectiva sentencia
3
. 

 
Comoquiera que la sentencia que se cuestiona quedó ejecutoriada el 12 de marzo de 
2018

4
 y el recurso extraordinario de revisión se presentó el 22 de febrero de 2019, es 

claro que la demanda se presentó dentro del término. 

 
3.  Legitimación en la causa 

 

Respecto del señor César Augusto Gamboa Valencia recae el interés jurídico que se 
debate en el sub examine, en tanto que, fue la parte demandante vencida dentro de 

la acción de reparación directa objeto de reproche. Por su parte, la Fiscalía General 

de la Nación, está legitimada, pues fue parte demandada en dicho proceso. 
 

La Sala procede a pronunciarse respecto de: (i) la naturaleza y marco legal de 
recurso extraordinario de revisión y, (ii) el alcance y requisitos de las causales 

primera y quinta del artículo 250 del CPACA. 
 

4.  Naturaleza y marco legal de recurso extraordinario de revisión 

 
En los términos del artículo 249 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, el recurso extraordinario de revisión procede contra las 

sentencias ejecutoriadas dictadas por las Secciones y Subsecciones de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, por los Tribunales 
Administrativos y por los jueces administrativos, en los eventos contemplados en el 
artículo 250 del CPACA

5
. 

                                                           
2
 Folio 1 y 101 del cuaderno principal.  

3
 “Artículo 251. Término para interponer el recurso. El recurso podrá interponerse dentro del año siguiente a la ejecutoria de la 

respectiva sentencia. 

En los casos contemplados en los numerales 3 y 4 del artículo precedente, deberá interponerse el recurso dentro del año 

siguiente a la ejecutoria de la sentencia penal que así lo declare. 
En el caso del numeral 7, el recurso deberá presentarse dentro del año siguiente a la ocurrencia de los motivos que dan lugar al 

recurso. 
En los casos previstos en el artículo 20 de la Ley 797 de 2003, el recurso deberá presentarse dentro de los cinco (5) años 

siguientes a la ejecutoria de la providencia judicial o en los casos de que ella no se requiera, dentro del mismo término contado 

a partir del perfeccionamiento del acuerdo transaccional o conciliatorio”. 
4
 Según consta a folio 54 del cuaderno principal y a folio 447 del cuaderno en préstamo. 

5
 “Artículo 250. Causales de revisión. Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 20 de la Ley 797 de 2003, son causales de 

revisión: 

1. Haberse encontrado o recobrado después de dictada la sentencia documentos decisivos, con los cuales se hubiera podido 
proferir una decisión diferente y que el recurrente no pudo aportarlos al proceso por fuerza mayor o caso fortuito o por obra de 

la parte contraria. 
2. Haberse dictado la sentencia con fundamento en documentos falsos o adulterados.  

3. Haberse dictado la sentencia con base en dictamen de peritos condenados penalmente por ilícitos cometidos en su 

expedición. 
4. Haberse dictado sentencia penal que declare que hubo violencia o cohecho en el pronunciamiento de la sentencia.  

5. Existir nulidad originada en la sentencia que puso fin al proceso y contra la que no procede recurso de apelación.  
6. Aparecer, después de dictada la sentencia a favor de una persona, otra con mejor derecho para reclamar.  
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Respecto de la naturaleza del recurso extraordinario de revisión, la Corte 
Constitucional ubica al recurso extraordinario de revisión como una verdadera acción 
contra decisiones injustas, a fin de restablecer la justicia material6, en el mismo 

sentido, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, a 
través de la Sala Especial Número Tres

7
, explicó que, en general, es un medio de 

impugnación excepcional contra la sentencia, que permite el rompimiento del 
principio de cosa juzgada. Se propone con el fin de restablecer tanto el imperio de la 
justicia como la vigencia del ordenamiento jurídico, que pueden resultar 

quebrantados por las sentencias injustas. 
 
Dicho recurso, sin embargo, no es el mecanismo para cuestionar la actividad 

interpretativa, ni la valoración probatoria del juez, ni para que el afectado con la 
sentencia proponga cuestiones que no alegó oportunamente en el proceso originario. 
Es un instrumento para discutir y ventilar ciertos hechos procesales externos a la 

labor funcional del juez, que pueden llegar a afectar el principio de justicia material.
 

 

 
De ahí que, el ámbito de revisión esté restringido por las causales que el legislador 

ha determinado de manera taxativa, causales que, en todo caso, por tratarse de 
situaciones excepcionales contra el valor de la cosa juzgada, no admiten 
interpretaciones más allá de lo que en buena ley se deduce de su texto.  

 
Las causales de revisión previstas en el artículo 250 CPACA básicamente tienen que 
ver con hechos como la falsedad, el fraude, el error, la aparición de documentos 

decisivos que hubieren modificado el sentido de la decisión o incluso la violación del 
debido proceso. Esas causales, como es apenas obvio, no aluden a errores 
sustanciales que puedan derivarse de la falta de aplicación, la aplicación indebida o 

la interpretación errónea de una norma sustancial. No es un recurso que proceda por 
violación de la ley

8
.  

 
5. Del alcance de la causal primera: -“Haberse encontrado o recobrado 

después de dictada la sentencia documentos decisivos, con los cuales se 
hubiera podido proferir una decisión diferente y que el recurrente no pudo 
aportarlos al proceso por fuerza mayor o caso fortuito o por obra de la parte 

contraria”. 
 

De la lectura del numeral 1 del artículo 250 del CPACA, es posible advertir que para 
que se configure la causal, deben concurrir los siguientes requisitos: (i) tratarse de 

documentos decisivos que se hayan “encontrado” o “recobrado”; (ii) los 

documentos deben ser encontrados o recuperados  después de haberse proferido 
la sentencia; (iii) tener la entidad suficiente para hacer variar la decisión y, (iv) la 
causa por la que no se aportaron debe obedecer a “fuerza mayor”, “caso fortuito” o 

“por obra de la parte contraria”. 

                                                                                                                                                                                      
7. No tener la persona en cuyo favor se decretó una prestación periódica, al tiempo del reconocimiento, la aptitud legal 

necesaria o perder esa aptitud con posterioridad a la sentencia o sobrevenir alguna de las causales legales para su pérdida. 

8. Ser la sentencia contraria a otra anterior que constituya cosa juzgada entre las partes del proceso en que aquella fue dictada. 

Sin embargo, no habrá lugar a revisión si en el segundo proceso se propuso la excepción de cosa juzgada y fue rechazada”. 
6
 Sentencia C-418 de 1994. 

7
 Ver, sentencia del 6 de septiembre de 2016, expediente con radicado número: 11001031500020130199800. 

M.P. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas, Sala Especial de Decisión número 3. 
8
 Ibídem.  

http://relatoria.consejodeestado.gov.co:8081/Vistas/documentos/evalidador


 
 

Radicado: 11001-03-15-000-2019-00788-00 
Demandante: César Augusto Gamboa Valencia 

9 
Señor ciudadano este documento fue firmado electrónicamente. Para comprobar su validez e integridad lo puede hacer a través de la 
siguiente dirección electrónica:  http://relatoria.consejodeestado.gov.co:8081/Vistas/documentos/evalidador  

 

 

Por lo tanto, la causal únicamente admite la aparición de pruebas documentales 
después de proferida la sentencia, que de haber existido durante el trámite del 
proceso cuestionado, habría sido otra la decisión, es decir, solo resultan admisibles 

aquellos medios probatorios documentales con vocación de hacer variar el sentido 
de la decisión y que no hayan podido ser aportados en el momento procesal 
correspondiente por causas de fuerza mayor, caso fortuito o por obra de la parte 

contraria. 
 
Quiere decir lo anterior que, al margen de la importancia e incidencia de los 

documentos en el sentido de la decisión, si no se aportaron con oportunidad, por 
negligencia, olvido o inactividad del interesado, la causal no está llamada a 
prosperar, salvo que tal omisión atienda a una circunstancia de fuerza mayor, caso 

fortuito o sea atribuible a la contraparte. 

 
Luego, será la parte interesada a quien le atañe demostrar que la omisión en aportar 

los medios probatorios pertinentes obedeció a alguna de dichas causas, sin que sea 
posible entonces invocar la causal para subsanar la desidia, negligencia o inactividad 
de las partes en aportar o solicitar los medios probatorios. 

 
6. Del alcance y requisitos de la causal quinta: -“(…) 5. Existir nulidad 

originada en la sentencia que puso fin al proceso y contra la que no procede 

recurso de apelación”. 

 
De la lectura del numeral 5 del artículo 250 del CPACA, es posible advertir que para 
que se configure la causal, deben concurrir los siguientes requisitos: (i) que la 

providencia que es recurrida mediante el recurso extraordinario de revisión ponga fin 
al proceso; (ii) que contra esta decisión no proceda el recurso de apelación y, (iii) 
que la nulidad alegada haya ocurrido en el momento en que se dictó la sentencia y 

no antes
9
. 

 
Pues bien, por regla general, los motivos de nulidad que afectan la sentencia son 
aquellos eventos descritos en el artículo 133 del Código General del Proceso

10
 – 

                                                           
9
 Recuérdese, que de conformidad con el parágrafo del artículo 133 del Código General del Proceso, las demás 

irregularidades del proceso que no se impugnan oportunamente por los mecanismos que establece el código se 
tendrán por subsanadas. 
10

 La comprensión del artículo 133 del Código General del Proceso permite advertir que las causales de nulidad 
tienen que ver básicamente con sucesos del siguiente orden: 
1. Que el juez actúe en el proceso después de declarar la falta de jurisdicción o de competencia. 
2. Que el juez proceda contra providencia ejecutoriada del superior, reviva un proceso legalmente concluido o 
pretermita íntegramente la respectiva instancia. 
3. Que se adelante después de ocurrida cualquiera de las causales legales de interrupción o de suspensión, o si, 
en estos casos, se reanude antes de la oportunidad debida. 
4. Cuando es indebida la representación de alguna de las partes, o cuando quien actúa como su apoderado 
judicial carece íntegramente de poder. 
5. Cuando se omiten las oportunidades para solicitar, decretar o practicar pruebas, o cuando se omite la práctica 
de una prueba que de acuerdo con la ley sea obligatoria. 
6. Cuando se omita la oportunidad para alegar de conclusión o para sustentar un recurso o descorrer su traslado. 
7. Cuando la sentencia se profiera por un juez distinto del que escuchó los alegatos de conclusión o la 
sustentación del recurso de apelación. 
8. Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda a personas 
determinadas, o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, que deban ser citadas 
como partes, o de aquellas que deban suceder en el proceso a cualquiera de las partes, cuando la ley así lo 
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antes el artículo 140 del Código de Procedimiento Civil – y por violación del artículo 

29 de la Constitución Política
11
, ocurre lo propio en las distintas jurisdicciones

12
. 

 

Será entonces, en los eventos en los que algunas de las circunstancias descritas en 
la precitada norma se configuren en el momento procesal de la expedición de la 
sentencia que se habilita el recurso extraordinario de revisión

13

, pues recuérdese, que 

de conformidad con el parágrafo del artículo 133 del Código General del Proceso, las 
demás irregularidades del proceso que no se impugnan oportunamente se tendrán 
por subsanadas y que, en los términos del inciso final del artículo 135 ejusdem, será 

rechazada de plano toda solicitud de nulidad que se funde en hechos que se 
propongan después de saneada la nulidad, sin perjuicio de las nulidades insaneables 
que escribe el parágrafo del artículo 136 de la misma norma. 

 
La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en sentencia de 31 de mayo de 
2011, en el expediente con radicado número: 11001-03-15-000-2008-00294-00, 

identificó algunos eventos es los que se predica la existencia de la nulidad originada 
en la sentencia, en los siguientes términos: 
 

“En síntesis, la nulidad que tiene origen en la sentencia se presenta por i) falta de jurisdicción 
o competencia, ii) cuando se dicta nueva sentencia en proceso terminado normalmente por 
sentencia firme, iii) cuando sin más actuación se dicta sentencia después de ejecutoriado el 
auto por el cual hubiera sido aceptado el desistimiento, aprobada la transacción o declarada la 
perención del proceso, iv) cuando se dicta sentencia como única actuación, sin el previo 
trámite correspondiente, v) cuando se condena al demandado por cantidad superior o por 
objeto distinto del pretendido en la demanda o por causa diferente de la invocada en ésta, vi) 
cuando se condena a quien no ha sido parte en el proceso, vii) o cuando, sin más actuación, 
se profiere sentencia después de ocurrida cualquiera de las causas legales de interrupción o 
de suspensión o, en estos casos, antes de la oportunidad debida, viii) cuando la sentencia 
aparece firmada con mayor o menor número de magistrados, o adoptada con un número de 
votos diverso al previsto en la ley, ix) cuando la providencia carece completamente de 

motivación[
14

]”. 

 

Aunado a lo anterior, esta Corporación ha previsto que la causal de nulidad originada 
en la sentencia también comprende la violación al principio de congruencia, así:  
 

                                                                                                                                                                                      
ordena, o no se cita en debida forma al Ministerio Público o a cualquier otra persona o entidad que de acuerdo 
con la ley debió ser citado. 
11

 la Corte Constitucional en las sentencias C-491 de 1995, C-217 de 1996 y C-739 de 2001 precisó que la 
nulidad originada en la sentencia no se restringe a las causales que prevé el Código General del Proceso – antes 
Código de Procedimiento Civil-, que, adicionalmente, puede derivar de la violación al debido proceso establecido 
en el artículo 29 de la Constitución Política. 
12

 La jurisdicción civil [Artículos 379 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.], la jurisdicción penal 
[Artículos 192 y siguientes de la Ley 906 de 2004 Código de Procedimiento Penal], la jurisdicción ordinaria laboral 
[Artículo 62 y siguientes del Código de Procedimiento Laboral] y la jurisdicción de los contencioso administrativo 
[artículo 250 y siguientes del Código de lo Contencioso Administrativo y de Procedimiento Administrativo]. 
13

 Salvo algunos eventos en los que, a pesar de presentarse en un momento previo a la emisión del fallo, no pudo 
ser advertida por el afectado, caso en el cual el interesado tiene la carga de probar que no tuvo la oportunidad de 
proponer la nulidad o alegar el vicio oportunamente. De lo contrario, la causal de revisión en cuestión se 
convertiría en una anormal oportunidad para que las partes subsanen las omisiones del proceso ordinario y 
aleguen nulidades o errores procesales que debieron proponer dentro del término oportuno. Al respecto, ver 
sentencias del 3 de diciembre de 2019, expediente con radicado número: 11001-03-15-000-2018-01235-00 y del 
3 de diciembre de 2019, expediente con radicado número: 11001-03-15-000-20120-00643-00. 
14

 Al respecto, el Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en sentencia del 20 de octubre 
de 2009, dentro del expediente con radicado número: 2003-00133-00, señaló que la nulidad originada en la 
sentencia por ausencia de motivación, se presenta solamente ante la carencia total de pronunciamiento del 

juez sobre las razones de hecho o de derecho que le permiten arribar a una decisión. 
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“Ahora bien, la causal quinta del artículo 250 del CPACA también comprende la violación del 
principio de congruencia cuando al accionado es condenado por cantidad superior, o por objeto 
distinto del pretendido en la demanda o por causa diferente a la invocada en ésta; también se 
configura en el evento que la sentencia no se pronuncie sobre todos los puntos litigiosos objeto 

del debate (cifra petita)” 15
 

 

Se resalta que la Sala Plena de esta Corporación dio un nuevo alcance a la referida 
causal, en lo que concierte al derecho al debido proceso. En sentencia de unificación 
del 8 de mayo de 2018, proferida por la Sala Plena del Consejo de Estado, en el 

expediente con radicado número: 11001-03-15-000-1998-00153-0116, se refirió 
ampliamente al derecho a la tutela judicial efectiva o recurso judicial efectivo y 
consideró que el recurso de revisión y las causales que dan lugar a su solicitud, 

constituyen un mecanismo judicial destinado a la protección de derechos 
fundamentales como el de acceso a la justicia y el debido proceso, es decir, es 
un instrumento o medio de control adicional que el legislador diseñó para la 

protección de esos derechos fundamentales y, por tanto, hacen parte del haz de 
acciones para la satisfacción plena del derecho fundamental a la tutela judicial 
efectiva17.  

 
Al respecto, precisó que toda persona tiene derecho al debido proceso y, por tal 
razón, a que los procesos judiciales sean resueltos de fondo cuando el cumplimiento 

de los presupuestos procesales así lo permita, pues de lo contrario, iría en 
detrimento no solo del derecho al debido proceso, sino del derecho de acceso a una 
real y efectiva administración de justicia, dado que la no resolución de las 

controversias judiciales, fundada en motivos caprichosos, equivale a una falta de 
tutela judicial efectiva y, en forma genérica a una vulneración al debido proceso.  
 

Por tal razón, la Sala concluyó, que también hay una vulneración del derecho 
fundamental al debido proceso, artículo 29 Constitucional, cuando una autoridad 
judicial dicte sin fundamento válido, razonable, una sentencia inhibitoria, por 

considerarla una clara denegación de justicia. 
 
Al tiempo, estableció que, en adelante, «los eventos definidos tradicionalmente por la 
jurisprudencia de esta Corporación como constitutivos de nulidades originadas en 

sentencia, no son taxativos». 
 
En ese sentido, en aras de hacer efectivos los derechos a la tutela judicial efectiva, al 

acceso a la administración de justicia y al debido proceso, estableció como subregla 
jurisprudencial: es deber del juez decidir de fondo los litigios cuando las circunstancias así 
se lo permitan, lo que significa que la violación a tales preceptos cuando se expide un fallo 

inhibitorio injustificado también configura la causal de revisión alegada.  

                                                           
15

 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 7 de septiembre de 2018, Rad. REV 2014-
00440-00.  
16

 En esa oportunidad, la Sala Plena estableció que se configura la nulidad originada en la sentencia i) cuando se 
presenta alguno de los hechos enlistados en el artículo 140 del C. P. C, vigente para la época en que se dictó el 
fallo de segunda instancia, objeto del recurso de revisión, [actualmente artículo 133 del Código General del 
Proceso] y ii) por desconocimiento del  artículo 29 de la Carta Política, como expresamente lo reconoció esta 

Corporación en la sentencia de 7 de febrero de 2006, expediente REV-00150 y la Corte Constitucional en la 
Sentencia C-739 de 2001 y entró a determinar si un fallo inhibitorio no justificado, es causal de nulidad 

constitucional por violación de los derechos fundamentales al acceso a la administración de justicia y a una tutela 
judicial efectiva. 
17

 Consejo de Estado, Sección Quinta, sentencia de 21 de junio de 2012, Rad. 11001-03-15-000-2012-00676-00. 
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Finalmente, se precisa que esta causal no procede para controvertir las razones del 
fallo ni para corregir los errores de apreciación de los hechos y de las pruebas, en 
que, a juicio del recurrente, hubiera incurrido el fallador. Un entendimiento distinto 

equivaldría a convertir el recurso en un juicio en que se discutirían nuevamente los 
hechos, ya dilucidados con fuerza de cosa juzgada18. En los términos de la sentencia 
del 11 de octubre de 2005

19
, “no se trata de controvertir la corrección o incorrección del 

juzgamiento, ni de corregir los errores de apreciación de los hechos y de las pruebas, en que 
a juicio del recurrente hubiera podido incurrir el fallador, pues eso equivaldría a convertir el 
recurso en un juicio contra el fondo de la sentencia, discutiendo nuevamente los hechos, ya 
dilucidados con fuerza de cosa juzgada; sino de la inobservancia de las reglas propias de la 

sentencia, que vician su validez”. 

 
7. Planteamiento del problema jurídico  

 
En los términos del recurso, a la Sala le corresponde estudiar si la sentencia 
proferida el 1 de marzo de 2018, dictada por el Consejo de Estado, Sección Tercera, 

Subsección A, dentro de la acción de reparación directa con radicado número: 
760011233100020050387101, está incursa en las causales de revisión previstas en 
los numerales 1 y 5 del artículo 250 de la Ley 1437 de 2011. 

 
Para lo anterior, la Sala procederá a establecer si los argumentos planteados por la 
parte recurrente se enmarcan dentro de los presupuestos para alegar las causales 

invocadas, en primer lugar, sí existen documentos decisivos, encontrados o 
recobrados después de haberse proferido la sentencia, con la entidad suficiente para 
hacer variar la decisión y, de ser así, si se dejaron de aportar por razones de fuerza 

mayor, caso fortuito o por obra de la parte contraria y, en segundo lugar, si en la 
sentencia cuestionada se configuró la falta de congruencia alegada. 
 

8. De la solución al problema jurídico planteado 
 
De entrada la Sala anticipa que las causales invocadas por el señor César Augusto 

Gamboa Valencia no prosperan, porque los argumentos expuestos en el recurso 
carecen de todas las condiciones descritas en precedencia para que se configuren. 
 

Causal primera de revisión 
 
Pues bien, en primer lugar, la parte actora no sustentó la causal 1ª del artículo 250 

del CPACA ni aludió a algún documento “recobrado después de dictada la sentencia y 

que el recurrente no pudo aportar”. Esta Sala echa absolutamente de menos la relación 
de los documentos decisivos que habrían sido encontrados o recobrados después de 

haberse proferido la sentencia recurrida y que tuvieran la entidad suficiente para 
hacer variar la decisión y, que, en cuyo caso, no hayan sido aportados por fuerza 
mayor, caso fortuito o por obra de la parte contraria. 

 

                                                           
18

 Sentencias del 16 de agosto de 2018, expediente con radicado número: 23001-33-31-003-2007-00107-01 
[47300], Sección Tercera, Subsección C del Consejo de Estado, M.P. Guillermo Sánchez Luque Consejo de 
Estado, que reitera la sentencia del 11 de octubre de 2005, Rad. 00794-00 de la Sala Plena de lo Contencioso 
Administrativo. 
19

 Expediente con radicado número: 11001-03-15-000-2003-00794-01 M.P. Ligia López Díaz, Sala Plena de lo 
Contencioso Administrativo. 

http://relatoria.consejodeestado.gov.co:8081/Vistas/documentos/evalidador


 
 

Radicado: 11001-03-15-000-2019-00788-00 
Demandante: César Augusto Gamboa Valencia 

13 
Señor ciudadano este documento fue firmado electrónicamente. Para comprobar su validez e integridad lo puede hacer a través de la 
siguiente dirección electrónica:  http://relatoria.consejodeestado.gov.co:8081/Vistas/documentos/evalidador  

 

Al respecto, se recuerda que de conformidad con el inciso final del artículo 252 del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, al 
recurrente le corresponde acompañar con el recurso las pruebas documentales que 
tenga en su poder y solicitar las que pretende hacer valer. Sin embargo, como se 

anticipó, el señor Gamboa Valencia pasó por alto aportar dichas pruebas o pedirlas 
con la interposición del recurso, pues únicamente solicitó, de ser necesario, el 
expediente en préstamo del proceso ordinario al Tribunal Administrativo del Valle del 

Cauca. 
 
De manera que la Sala no tiene parámetros para resolver el cargo, pues ni siquiera 

señaló las pruebas documentales respecto de las cuales pudiera efectuar el análisis 
de la configuración o no de la causal alegada.  
 

Ahora bien, conviene precisar que, en relación con la causal 1 de revisión, el 
recurrente agregó que, “(…) si en el proceso de reparación directa se hubiesen incorporado la 

providencia citada
20

 y la sentencia de tutela
21

, no se habría decretado de oficio la caducidad de la 
acción, cuando la misma no era objeto de controversia dentro del proceso contencioso administrativo. 
Por lo tanto estas dos providencias son documentos decisivos que hubieran motivado una decisión 

diferente a la que es objeto de revisión”, es un argumento que se dirige a encuadrar dentro 

de la causal los dos fallos de tutela -2 de febrero de 2016 y 21 de noviembre de 2018- como 
<<documentos decisivos con los cuales se hubiera podido proferir una decisión 
diferente>>. 

 
Sin embargo, tal alegato no puede ser tenido en cuenta a efecto de invocar la causal 
objeto de estudio, si se tiene en cuenta que, las referidas sentencias no cumplen con 

los requisitos de ser documentos: (i) decisivos, que se hayan “encontrado” o 
“recobrado” después de haberse proferido la sentencia, pues uno de ellos se expidió 
incluso con posterioridad al fallo que se recurre; (ii) de tener la entidad suficiente para 

hacer variar la decisión, en tanto que, dichos fallos se refieren a la falta de 
congruencia de la sentencia como causal de revisión y en nada tienen que ver con la 
caducidad de la acción de reparación directa y el recurrente tampoco señala por qué 

razón habrían sido decisivos en la decisión, (iii) ni mucho menos, la causa por la que 
no se aportaron obedece a “fuerza mayor”, “caso fortuito” o “por obra de la parte 

contraria”, por la elemental razón que no constituyeron pruebas documentales en el 

proceso de reparación directa, incluso, una de esas sentencias era inexiste para la 
época en que se profirió la sentencia recurrida. 
 

Adicionalmente, contrario al argumento del recurrente, el hecho de que la Sección 
Quinta del Consejo de Estado en el marco de la acción de tutela contra la sentencia 
del 1 de marzo de 2018 la declarara improcedente por falta de cumplimiento del 

requisito de la subsidiariedad, no implicó que “quedara en evidencia que se presentó 

una nulidad derivada de la sentencia (…)”, distinto es, que los argumentos que expuso 
en el trámite constitucional no pudieron ser estudiados porque alegó la falta de 

congruencia, circunstancia que determinó la existencia de otro medio de defensa, 
porque tal se enmarca dentro de los presupuestos para alegar esa inconformidad en 

                                                           
20

 [se refiere al fallo de tutela del 2 de febrero de 2016, que se citó como fundamento de la sentencia de tutela que 
declaró improcedente el mecanismo contra el fallo aquí recurrido]. 
21

 [fallo del 21 de noviembre de 2018, por medio del que la Sección Quinta del Consejo de Estado declaró 
improcedente la acción de tutela contra la sentencia del 1 de marzo de 2018 -aquí recurrida- por falta de 
cumplimiento del requisito de subsidiariedad]. 
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uso de las casuales del recurso extraordinario de revisión –causal quinta, nulidad 

originada en la sentencia por falta de congruencia –, sin que ello implicara que se 
probó la ocurrencia de la causal. 
 

En consecuencia, el cargo no prospera. 
 
Causal quinta de revisión 

 
En segundo lugar, el señor Gamboa Valencia invoca la causal quinta del artículo 250 
del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo con 

fundamento en la falta de congruencia entre lo pedido -específicamente en el recurso 
de apelación- y lo resuelto en el fallo objeto de cesura. A juicio del señor Gamboa 
Valencia, el objeto del recurso de apelación se basó en la decisión de preclusión de 

la investigación penal y en que se probó el daño antijurídico alegado, sin embargo, la 
Sección Tercera, Subsección A del Consejo de Estado, al resolver sobre el mismo, 
declaró la caducidad de la acción, sin que ese asunto fuera objeto de discusión. 

 
A ese respecto, se observa que, si bien, en principio, el cargo cumple con los 
requisitos de procedencia de la causal, en tanto: la providencia recurrida mediante el 

recurso extraordinario de revisión puso fin al proceso [del 1 de marzo de 2018, 
proferida por la Sección Tercera, Subsección A del Consejo de Estado]; contra esta 
decisión no procedía el recurso de apelación, pues fue mediante la que resolvió el 

recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 6 
de julio de 2011 y, la nulidad alegada se invoca con ocasión a la sentencia, no antes, 
pues fue en esa oportunidad que se declaró de oficio la caducidad. No ocurre lo 

mismo con los presupuestos de fondo para declarar su prosperidad, como se pasa a 
explicar. 
 

En materia contencioso administrativa, la derogatoria del artículo 163 del Decreto 01 
de 1984 CCA, condujo a que en el trámite de los procesos conocidos por esta 
jurisdicción solo quedara reconocida la proposición de excepciones de fondo, sin 

perjuicio de que el fallador pudiera decidir sobre cualquier otra que encontrara 
probada, al tenor del artículo 164

22
 ibídem.

23
 

 
En coherencia con lo anterior, el inciso final del artículo 97 del CGP, aplicable por 
remisión del artículo 267 del CCA, preveía que <<También podrán[ría] proponerse como 

previas las excepciones de cosa juzgada, transacción, caducidad de la acción, prescripción extintiva 
y falta de legitimación en la causa. Cuando el juez encuentre [encontrara] probada cualquiera de 

estas excepciones, lo declarará[ría] mediante sentencia anticipada>>.  
 
De hecho, el artículo 306 del CPC, disponía que <<Cuando el juez halle[ara] probados los 

hechos que constituyen una excepción, deberá[ía] reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo 

                                                           
22

 “En todos los procesos podrán proponerse las excepciones de fondo en la contestación de la demanda, cuando 
sea procedente, o dentro del término de fijación en lista, en los demás casos.  
En la sentencia definitiva se decidirá sobre las excepciones propuestas y sobre cualquiera otra que el fallador 
encuentre probada. 
Son excepciones de fondo las que se oponen a la prosperidad de la pretensión. 
El silencio del inferior no impedirá que el superior estudie y decida todas la excepciones de fondo, propuestas o 
no, sin perjuicio de la reformatio in pejus” (Se destaca) 
23

 Al respecto, ver sentencia del 2 de diciembre de 2015, expediente con radicado número: 
25000232700020079018201 (Exp. 18899) Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso Administrativo del 
Consejo de Estado. 
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las de prescripción, compensación y nulidad relativa, que deberán[ían] alegarse en la contestación de 

la demanda >>. De manera que, dentro de las limitaciones del juez para declarar una 

excepción de oficio, no se encontraba la relativa a la caducidad. 
 
Justamente, la Jurisprudencia del Consejo de Estado

24

, en relación con el artículo 136 

del CCA, señalaba que la caducidad “ha sido entendida como el fenómeno jurídico procesal a 
través del cual el legislador, en uso de su potestad de configuración normativa, limita en el tiempo el 
derecho que tiene toda persona de acceder a la jurisdicción con el fin de obtener pronta y cumplida 

justicia
25

. (…) Se trata entonces de una figura de orden público lo que explica su carácter 
irrenunciable, y la posibilidad de ser declarada de oficio por parte del Juez, cuando se verifique su 

ocurrencia
26

. También es una carga procesal que debe cumplir quien esté interesado en acudir al 

aparato jurisdiccional y su omisión lo priva del ejercicio del derecho de acción (…)”. Asimismo, 
precisaba que, la ocurrencia de la caducidad, de no observarse al momento de la 
admisión de la demanda, debía ser declarada en la sentencia y conllevaría a la 

declaratoria de inhibición para decidir el fondo del asunto por falta de uno de los 
requisitos de procedibilidad de la acción. 
 

La jurisprudencia del Consejo de Estado27 ha sido consistente en señalar que el juez 
de lo contencioso administrativo está facultado para declarar de oficio la caducidad 
de la acción y que, de hecho, tiene el deber de hacerlo cuando, de conformidad con 

las pruebas obrantes en el proceso, encuentre probados los supuestos que la 
configuran, incluso en los eventos de privación injusta de la libertad

28

. 
 

La Corte Constitucional, en sentencia C-115 de 1998, expresó que “No cabe duda que 
el legislador está facultado constitucionalmente para establecer un límite para el ejercicio de 
las acciones y de los recursos. (…) Por consiguiente, la fijación de términos de caducidad 
responde como se ha expresado, a la necesidad de otorgar certeza jurídica al accionante y a 
la comunidad en general, así como para brindarle estabilidad a las situaciones debidamente 
consolidadas en el tiempo, así como a los actos administrativos no impugnados dentro de las 
oportunidades legales”.  

 
Precisamente, la Corte Constitucional, al estudiar sobre la constitucionalidad de la 

caducidad de la acción de reparación directa, prevista en el numeral 9 del artículo 

136 del Decreto 01 de 1984 hoy literal i) del numeral 2 del artículo 164 del CPACA, 

en Sentencia C – 832 de 2001, frente a la figura jurídica de la caducidad señaló que 
“(…). Esta es una figura de orden público lo que explica su carácter irrenunciable y la 
posibilidad de ser declarada de oficio por parte del juez, cuando se verifique su 

ocurrencia”. 

 
El mismo tratamiento le da la Ley 1437 de 2011, solo que ahora de manera taxativa, 
pues el artículo 169 CPACA [artículo 143 Decreto 01 de 1984] señala la caducidad 

                                                           
24

 Sentencia del 7 de febrero de 2013, expediente radicado número: 1100103-25-000-2010-00102-00 (Exp. 0833-
10), Sección Segunda, Subsección B de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo.  
25

 Su fundamento se haya en la necesidad por parte del conglomerado social de obtener seguridad, para evitar la 
paralización del tráfico jurídico. En esta medida, la caducidad no concede derechos subjetivos, sino que -por el 
contrario-, apunta a la protección de un interés general, e impide el ejercicio de la acción, por lo cual, cuando se 
ha configurado, no puede iniciarse válidamente el proceso. 
26

 Sentencia C-832 de 2001. 
27

 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera – Sala Plena, Sentencia 
de unificación de jurisprudencia proferida el día 9 de febrero de 2012, expediente 21060. 
28

 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera – Subsección B, 
Sentencia del 30 de marzo de 2017, expediente 43062. 
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como una causal de rechazo de la demanda, sino que, el inciso 6 del artículo 180 del 

CPACA dispone que la decisión de excepciones previas, así como la de cosa 
juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta de legitimación en la causa y 
prescripción extintiva se resuelven de oficio o a petición de parte. Luego, no queda 

duda que, la caducidad de la acción sigue siendo una excepción que puede ser 
resuelta de manera oficiosa. 
 

En idéntico sentido, es necesario señalar que de conformidad con el artículo 328 del 
Código General del Proceso, aplicable por remisión del artículo 306 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el juez de segunda 

instancia deberá pronunciarse solamente sobre los argumentos expuestos por el 
apelante, sin perjuicio de las decisiones que deba adoptar de oficio, en los casos 
previstos por la ley. 

 
Al respecto, la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado, en 
sentencia del 6 de abril de 2018, unificó jurisprudencia en punto a la competencia del 

juez de segunda instancia frente al recurso de quien actúa como apelante único. En 
esa oportunidad acogió y reiteró el criterio, según el cual, <<el entendimiento del 
principio de congruencia y de los límites competenciales del ad quem frente el 

recurso de apelación>> implica que en los eventos en los que se apela un aspecto 
global de la sentencia, el juez adquiere competencia para revisar todos los asuntos 
que hacen parte de ese aspecto más general, al tiempo que precisó: “lo anterior, 
desde luego, sin perjuicio de la potestad que tiene el juzgador de pronunciarse oficiosamente 
sobre todas aquellas cuestiones que sean necesarias para proferir una decisión de mérito, 
tales como la caducidad, la falta de legitimación en la causa y la indebida escogencia de la 
acción, aunque no hubieran sido propuestos por el apelante como fundamentos de su 

inconformidad con la providencia censurada”. (se destaca) 
 

No es un asunto menor, si se tiene en cuenta que la caducidad constituye un límite 
temporal para el ejercicio de la acción, cuyo sustento normativo se encuentra 
respaldado en el artículo 228 Constitucional, previsto por el legislador con la finalidad 

de garantizar los principios de seguridad jurídica y confianza legítima. 
Adicionalmente, se trata de un presupuesto procesal de la acción y una norma de 
orden público, por lo tanto, de obligatorio cumplimiento. 

 
De manera que, la declaratoria de caducidad de la acción de reparación directa por 
parte de la Sección Tercera, Subsección A del Consejo de Estado en uso de la 

facultad oficiosa, referida en precedencia, no desconoció el principio de congruencia, 
ni se trató del desconociento de la prohibición de la non reformatio in pejus, 

simplemente fue un típico caso de la aplicación de una norma de orden de público, 

de obligatorio cumplimiento, que desde ningún punto de vista constituye una nulidad 
que haga configurar la causal de revisión alegada. 
 

Por lo tanto, no es procedente en este escenario procesal revisar si fue a acertado o 
no el cómputo del término de caducidad, por ser un asunto que escapa totalmente de 
la órbita del recurso extraordinario de revisión, que como se vio, se limita al estudio 

de las causales previstas para el efecto. 
 
De manera que, la causal quinta tampoco prospera. 
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En suma, los cargos no prosperan y, en consecuencia, se impone declarar infundado 

el recurso extraordinario de revisión interpuesto por el señor César Augusto Gamboa 
Valencia contra la sentencia del 1 de marzo de 2018, proferida por el Consejo de 
Estado, Sección Tercera, Subsección A. 

 
Finalmente, de conformidad con lo previsto en los artículos 188 del Código de 
Procedimiento Adminsitrativo y de lo Contencioso Adminsitrativo y 365 del Código 

General del Proceso, no se condenará en costas a la parte recurrente, pues no se 
encuentran probadas en el proceso29. 
 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sala Quinta Especial de Decisión, administrando justicia, en nombre 
de la República y por autoridad de la ley,  

 
FALLA 

 

PRIMERO: Declarar infundado el recurso extraordinario de revisión interpuesto por 
el señor César Augusto Gamboa Valencia contra la sentencia del 1 de marzo de 
2018, proferida por el Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección A – dentro 

de la acción de reparación directa con radicado 76001233100020050387101, por las 
razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 
 

SEGUNDO: Reconocer personería jurídica a la abogada Martha Cecilia Gómez 
Acevedo como apoderada de la Fiscalía General de la Nación, conforme a poder que 
obra a folio 147 del cuaderno principal. 

 
TERCERO: Sin condena en costas. 
 

CUARTO: En firme esta providencia, devolver al despacho de origen para lo de su 
cargo. 
 

Cópiese, notifíquese, comuníquese y cúmplase. 
 
La anterior providencia fue discutida y aprobada en la sesión de la fecha. 

 
 
 
 
 

  (Con firma electrónica)                                      (Con firma electrónica) 

MILTON CHAVES GARCÍA  WILLIAM HERNANDEZ GÓMEZ 

Presidente de la Sala                               
 
 

 
 

               (Con firma electrónica)                                     (Con firma electrónica) 
NUBIA MARGOTH PEÑA GARZÓN               NICOLÁS YEPES CORRALES 

 

                                                           
29

 Al respecto, ver sentencia C- 157 del 21 de marzo de 2013, Corte Constitucional. 
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